Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 12 y 33 minutos) 


La Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios tiene el agrado de recibir al 
señor Ministro de Industria, Energía y Minería, al señor Subsecretario y a los miembros del Directorio de la 
Unidad Reguladora de los Servicios de Comunicación (URSEC) para considerar lo relativo a la televisión 
para abonados. Oportunamente les enviamos la versión taquigráfica de la comparecencia de la Cámara 
Uruguaya de Televisión para Abonados (CUTA) a este ámbito, donde figuran las dudas y consideraciones 
planteadas por los señores Senadores integrantes de la Comisión. 


Por lo tanto, cedemos la palabra al señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Consideramos que siempre es bueno concurrir a estas Comisiones para intercambiar 
información. 


Con respecto a la actuación del Poder Ejecutivo en la petición de Bersabel S.A., debemos decir 
lo siguiente. El Poder Ejecutivo entendió que, por lo que la URSEC había procesado dentro de lo que eran 
sus potestades, correspondía una suspensión cautelar, esto es, una suspensión en el tiempo que no entra 
al fondo de la cuestión ni se manifiesta de que la resolución final puede mantener o revocar esta decisión 
inicial. Si bien se han sucedido distintos trámites, esa fue la intervención concreta del Poder Ejecutivo. 


En lo que tiene que ver con la actuación de la URSEC, solicitaría al señor Lev que se refiriera al 
tema. 


SEÑOR LEV.- Es un gusto estar en esta Comisión del Senado a fin de mantener un diálogo con los 
señores Senadores y brindar toda la información que el Parlamento requiera para clarificar esta situación. 


Debemos señalar que las resoluciones que adoptó la URSEC -que fueran apeladas por la 
Cámara Uruguaya de Televisión para Abonados- tienen un fundamento técnico y jurídico muy sólido, por lo 
que consideramos que se trata de un tema que debe evacuarse por los mecanismos jurídicos y técnicos. 
En ese sentido, la información que el Directorio en pleno brindará a esta Comisión —más allá de estar 
dispuesto a hacer todas las aclaraciones pertinentes- estará a cargo de la Jefa de la Asesoría Letrada, 
doctora Coronel, quien hace más de diez años que viene trabajando en el área de las comunicaciones. 
Digo esto para que quede claro que no se trata de una profesional ingresada en la nueva Administración, 
sino que lleva mucho tiempo desempeñando funciones con mucha solidez. 


En consecuencia, si lo permite el señor Presidente, cedería el uso de la palabra a la doctora 
Coronel. 


SEÑORA CORONEL.- Vamos a hacer hincapié en los cuestionamientos que se hicieron y que surgen de la 
versión taquigráfica que se nos remitió, relativa a la sesión de esta Comisión celebrada el 3 de mayo del 
corriente. En esa ocasión, se tomaron como base las Resoluciones 368/05 y 325. A través de la Resolución 
368 dictada por la URSEC, se autorizó una extensión del área de comercialización a Bersabel S.A. hasta 
donde las emisiones fueran recepcionadas con calidad aceptable para el usuario. Dicha resolución se 
fundamentó en que por ese acto administrativo no se asignaban nuevas frecuencias de UHF ni se 
modificaban los parámetros técnicos que Bersabel S.A. tenía autorizados originalmente, desde 1994. 
Además, se consideró que implicaba un uso más eficiente del espectro radioeléctrico, principio que 
tenemos consagrado en el Decreto N* 114, que regula la administración y el uso del espectro radioeléctrico. 
En definitiva, redundaba en beneficio de usuarios y consumidores, en tanto se les daba la opción de contar 
con un nuevo prestador y en algunas zonas de poder acceder a un servicio que no tenían. 


En resumen, se entendió que el dictado de ese acto administrativo suponía reconocer la libertad 
de comercio consagrada constitucionalmente en nuestro ordenamiento jurídico y que sólo puede ser 
limitada si provoca un perjuicio relevante al interés general. En este caso no solamente no ocurre eso sino 
que, por el contrario, se entiende que beneficia a los usuarios y consumidores. 


Con referencia a ese acto administrativo —por lo que surge del análisis de la versión taquigráfica-, 
la doctora Olaso entiende que es ilegítimo y lo fundamenta, básicamente, en dos tipos de extremos: uno de 
fondo y otro formal. En cuanto al aspecto formal, se hace mención a que debió haberse otorgado una vista 
previa al dictado de ese acto. Ese punto está solucionado porque, como explicó el Ministro, el Poder 
Ejecutivo dictó la Resolución 292, por la cual ... 


SEÑOR MICHELINI.- A esos efectos. 


SEÑORA CORONEL.- A esos efectos dispuso la suspensión en la ejecución del acto, a fin de dar vista. La 
URSEC, en cumplimiento de esa resolución, está otorgando las vistas a todos los cableoperadores que 
habían recurrido, de modo de no ingresar en la discusión de quiénes eran los que estaban legitimados para 
ello. 


Al respecto, como Asesora Letrada adelanto que cerca del 40% de los recursos fueron 
interpuestos por quienes no tienen legitimación activa, en virtud de que se trata de cableoperadores que 
Operan en zonas que no coinciden con el área de comercialización que le fue autorizada a Bersabel S.A. 
Sin perjuicio de ser un tema que podríamos decir que está solucionado o que, por lo menos, el Poder 
Ejecutivo dictó el acto en el ejercicio de su facultad de advocación, quiero explicar brevemente por qué no 
se confirió la vista, ya que no deseo que quede la imagen de que obedeció a la voluntad de actuar en forma 
secreta o caprichosa. En realidad, correspondió a un criterio que, desde el punto de vista jurídico, se 
entendió que era el pertinente. 


Quien pide tomar vista en un procedimiento que no es parte, debe estar legitimado y la 
legitimación puede surgir de un interés legítimo, es decir, todo aquel que no es contrario a la moral ni a las 
buenas costumbres o a una regla de Derecho. Después están quienes tienen un interés simple que no esté 
jurídicamente protegido. En la Asesoría Letrada entendimos que el interés que invocan los cableoperadores 
—que es el de no contar con un nuevo competidor- no es un interés jurídicamente protegido porque, en 
nuestro país, todas las actividades comerciales, por imperio legal, están sujetas a la regla de la 
competencia. Eso está consagrado en la Ley N* 17.243. De la misma manera, la Ley N* 17.296, que creó 
la URSEC, establece como uno de los objetivos que la Unidad debe observar en el ejercicio de sus 
cometidos y facultades jurídicas, el de promover la libre competencia y el de asegurar a los consumidores y 
usuarios la posibilidad de tener las alternativas entre distintos prestadores, más allá de los derechos de 
esos usuarios y consumidores. Entonces, si por precepto legal tenemos consagrada esa pauta en nuestro 
ordenamiento jurídico, no podemos decir que el interés que invocan de no tener un nuevo competidor sea 
un interés jurídicamente protegido. Entonces, no surge, emergente, cuál es derecho o el interés que se 
vería perjudicado, en tanto la resolución N* 368 no les modificó ni les alteró la autorización para prestar. Me 
refiero a los otros cableoperadores y a sus áreas de servicio. 


Entendemos que tener un criterio diferente a esto -en el caso del sector de las 
telecomunicaciones, donde todos los servicios se prestan en un régimen de libre competencia- implicaría 
que cada vez que la Administración dicte un acto, otorgando una licencia o una autorización para prestar un 
servicio, tendría que dar vista a todos los cableoperadores que se encuentren en competencia, lo que se 
entiende que no es pertinente desde el punto de vista jurídico y, más allá de obstaculizar toda la gestión de 
la Administración. 


Otro punto que es importante destacar es que todas las autorizaciones para la prestación de los 
servicios de televisión para abonados, dadas en el nuevo régimen jurídico, así como las anteriores, no se 
otorgan con carácter exclusivo, sino que eso se establece expresamente en cada acto administrativo. 


En cuanto a las razones de fondo que se invocaron, la doctora Olaso manifestó expresamente 
tres cuestiones: primero, que a su entender hubiera sido conveniente efectuar un procedimiento 
competitivo para otorgar ese permiso; segundo, que se violó el principio de territorialidad, el cual estaba 
consagrado en nuestro Derecho y, por último, que el área extendida de comercialización autorizada era 
indeterminada, pues se extendía hasta donde el usuario considerara que la recepción se realizaba con 
calidad aceptable. 


Con respecto al punto referido a la preceptividad de un llamado a interesados, cabe señalar que 
la preceptividad no es algo que esté previsto en nuestro actual ordenamiento jurídico. Precisamente, es el 
artículo 8% del Decreto N* 115 del año 2003 el que regula este aspecto. Antes que nada quiero decir que 


aquí no se otorgó una licencia, sino una extensión del área de comercialización y que los operadores de 
cable han señalado que, tal vez, en definitiva, el efecto sea el otorgamiento de un nuevo permiso en una 
zona diferente; sin embargo, aun teniendo en cuenta esa hipótesis, reitero que en nuestro ordenamiento 
jurídico no está prevista la preceptividad para el otorgamiento de los permisos. El artículo 8% del 
mencionado decreto establece como principio que las licencias se otorgan a demanda, salvo en aquellos 
casos en que el Poder Ejecutivo, según corresponda, determine que con referencia a algunos servicios se 
realicen procedimientos competitivos. En este caso, es a la URSEC a la que le compete todo lo relacionado 
con la materia de servicio de televisión para abonados. 


Por otro lado, aludiendo al tercer punto, los cableoperadores entendían -según lo 
manifestaron en otras instancias o acciones, como por ejemplo, en los paros que se promovieron- que la 
zona era indeterminada. Sin embargo, creemos que esto no es así, porque la zona máxima, según los 
parámetros técnicos que tiene autorizados Bersabel, no puede exceder los 80 kilómetros desde su punto 
de emisión. Si bien eso no surge expresamente de la parte resolutiva del Acto Administrativo N* 368, si 
vamos a los antecedentes administrativos, notaremos que el Acto Administrativo decide sobre la petición de 
Bersabel en los términos en que ella fue efectuada, y es en esa petición -de la que aquí tenemos una 
copia- donde se establece de principio la referencia a los 80 kilómetros máximos. O sea que no puede 
interpretarse que el área se extiende más allá de eso y, además, debe partirse del hecho de que la 
autorización de esos 80 kilómetros se hace desde los parámetros técnicos autorizados al momento en que 
se dictó el mencionado acto. 


SEÑOR MICHELINI.- Consulto acerca de si, llegado el caso, eso podría ser subsanado, de manera que el 
área quedara determinada a texto expreso. 


SEÑORA CORONEL.- ¿El señor Senador se refiere a hacerlo a través de un acto administrativo 
interpretativo? 


SEÑOR MICHELINI.- Me refiero a que, si la Administración considera que este es el camino, podría 
determinarse a texto expreso. 


SEÑORA CORONEL..- Sí, por supuesto, como un acto administrativo interpretativo, porque eso emerge de 
todos los antecedentes administrativos que forman parte de la motivación del acto que, evidentemente, no 
se agota en lo que surge de los Considerandos y Resultandos. 


A continuación, voy a referirme al principio de territorialidad, otra de las razones en las cuales la 
doctora fundaba la legitimidad del acto, pues a su entender este ya estaba consagrado. Este principio no 
está consagrado en los términos en que los cableoperadores lo han expuesto. Lo que surge del Decreto N* 
115/2003 es que se debe determinar un área geográfica cada vez que se otorga una licencia, porque es 
ilógico que haya que determinarla cada vez que se otorgue. En este sentido, el referido decreto define el 
área de servicio como la zona geográfica en la que el titular de una licencia realiza la prestación de un 
servicio de telecomunicaciones, y más adelante dice que “la licencia para la prestación de servicios de 
telecomunicaciones a terceros o al público en general habilita la prestación de servicios de 
telecomunicaciones dentro del Area de Servicio definida para brindarlos, en los términos que lo determine 
el acto administrativo correspondiente”. De manera que es discrecional la determinación de las áreas 
geográficas. 


No existe ninguna norma en nuestro ordenamiento jurídico, ni en el actual ni en el anterior - 
regulado por el Decreto N* 349/990-, que establezca una simetría entre el área geográfica y los límites 
departamentales o urbanos; puede incluso llegar a ser nacional, como es el caso de la televisión para 
abonados satelital (Direct TV), autorizada en el año 2000, que tiene un área de comercialización de alcance 
nacional. 


SEÑOR ALFIE.- ¿Hasta dónde llegaba la autorización original para comercializar la señal? 


SEÑORA CORONEL.- Originalmente todas las empresas fueron autorizadas en el marco del llamado del 
año 1994, que se limitaba a Montevideo, pero es un criterio administrativo; no estaba determinado en una 
norma. 


Surge entonces que no se da una situación de violación a ninguno de los tres aspectos en que se 
fundan para sostener que la resolución es ilegítima. La ilegitimidad en el Derecho Público tiene que estar 
dada por la violentación a una norma, ya sea reglamentaria o legal, o por el hecho de que se actúe con 
desviación de poder, y se entiende que no existe aquí ninguna vulneración a una norma jurídica. Podrá 
discutirse el mérito o la conveniencia, pero no se puede sostener una ilegitimidad basada en la violación del 
ordenamiento jurídico. 


Esa legitimidad fue recogida en las distintas sentencias que recayeron en las acciones de amparo 
promovidas por los cableoperadores contra esta resolución. Concretamente se promovieron dos acciones, 
que fueron desestimadas en primera instancia, y esas sentencias fueron confirmadas en segunda instancia 
por los Tribunales de Apelaciones. En este sentido me gustaría leer un fragmento de la sentencia N* 3, del 
13 de febrero de 2006, del Juzgado Letrado de lo Contencioso Administrativo de Primer Turno, que creo 
que es muy ilustrativa. Dice lo siguiente: “en la causa no se advierte el carácter de manifiestamente 
ilegítimo de la resolución dictada por la Administración N* 368/005. La ilegitimidad del acto se vincula, como 
bien lo señala la parte demandada, con la noción de legalidad contenida en el artículo 309 de la 
Constitución de la República, consistente en el acto contrario a una regla de derecho o dictado con 
desviación de poder”. Más adelante expresa: “En cuanto al principio de territorialidad que la actora estima 
violado por la Resolución N* 368/005, no está consagrado en ninguna de las normas que rigen la materia, 
según surge de los Decretos N* 115/003, N* 114/003, que determinan el sistema de Licencias de la 
actividad. Antes bien, han promovido la litis en protección de sus derechos comerciales y el ejercicio de la 
libre competencia, derechos que no aparecen violados por decisión manifiestamente ilegítima de la 
Administración”. Esta sentencia fue confirmada en segunda instancia por la sentencia del Tribunal de 
Apelaciones. 


Creo que básicamente esos fueron los puntos cuestionados con respecto a la Resolución N* 368. 


SEÑOR LEV.- Hay otro aspecto de otra resolución que también fue cuestionado en el acta y sobre el cual 
también traemos información. 


SEÑORA CORONEL..- En la resolución 325 —que también fue analizada, de acuerdo con lo que surge de la 
versión taquigráfica- se aprobó un proyecto de digitalización para las empresas Bersabel y Visión Satelital 
SRL, autorizándolas para tal fin a unificar sus plantas, pasando a emitir desde la única planta de Bersabel 
en Montevideo. Este proyecto se consideró en los informes que produjeron en su momento los servicios, 
que era conjunto entre las asesorías técnica, económica y letrada, sugiriendo aprobarlo. 


SEÑOR MICHELINI.- Quisiera saber de qué fecha es. 


SEÑORA CORONEL.- Es del 14 de abril de 2005, expediente 2004/1817. Según ese informe, se entendió 
que era importante la aprobación del proyecto, porque desde el punto de vista tecnológico suponía un 
avance en lo que refiere a la prestación del servicio de televisión para abonados. 


Desde el punto de vista económico también implicaba una inversión muy importante, por lo cual se 
había previsto una fase inicial del orden de los U$S 2:000.000, con una inversión total proyectada de U$S 
8:000.000 al finalizar los seis años. 


Asimismo, resultaba importante, porque en lo que refiere al uso y a la administración del espectro 
radioeléctrico, implicaba la desafectación de tres canales. Quiere decir que no se asignaron frecuencias 
UHF, sino que se efectúa una sustitución; se va a ir dando en forma gradual a lo largo de esos seis años. 
Concretamente, se sustituyen los canales y se devuelven tres. 


En la medida en que esos informes constituyen los antecedentes administrativos, también forman 
parte de la motivación del acto los objetivos que están consagrados para la URSEC en la Ley N* 17.296, 
tales como el de promover niveles óptimos de inversión para la prestación de los servicios de 
telecomunicaciones, el del acceso y universalización a los servicios, el de promover el uso eficiente del 
espectro radioeléctrico, el de promover su uso como un factor de desarrollo económico y social, y, 
principalmente, el de promover las nuevas tecnologías. La doctora Olaso afirma que por esta resolución se 
asignaron una cantidad de frecuencias nuevas de UHF que consideraba innecesarias; que el plazo del 
proceso —que fue establecido en seis años- es demasiado extenso y que en algún momento se habían 


solicitado frecuencias de UHF que la URSEC habría negado o que en algunos casos aún no habrían sido 
resueltas. 


Como ya dijimos, mediante esta resolución no se asigna ninguna frecuencia sino que, por el 
contrario, al cabo de los seis años estas plantas unificadas y operando desde un único lugar físico, deben 
proceder a la devolución del espectro radioeléctrico, lo que está previsto expresamente en el considerando 
1 “in fine” de esa resolución, que hace referencia a las devoluciones de espectros, específicamente a las 
que se sustituyen y a las tres que se desafectan. Originalmente, Bersabel tenía asignadas quince 
frecuencias y Visión Satelital doce; o sea que entre las dos empresas totalizaban veintisiete frecuencias y 
operaban los canales 30 al 58. Con la nueva configuración que por este acto administrativo se dispone, las 
empresas tienen que devolver los canales 30 al 45 y pasarían a operar del 46 al 69. Esa exigencia de 
sustituir los canales bajos por los altos fue impuesta por la Administración, ya que era necesario contar con 
un segmento o bloque de canales consecutivos para facilitar la planificación y, además, porque los canales 
bajos que pedimos que devuelvan, tienen mejores condiciones de propagación y de cobertura, lo que 
flexibiliza la asignación a distintos servicios. 


El plazo de los seis años se entendió conveniente, en el sentido de que el cambio y la transición 
del sistema analógico al digital supone una modificación de la planta transmisora y de los equipamientos, 
con la colocación de los aparatos en la casa de cada abonado, lo que implica costosas inversiones. Dado, 
entonces, el monto de la inversión, se advirtió que el plazo de seis años era adecuado. 


Quiero hacer otra referencia, ya que allí se hizo alusión a que no se había conferido vista de la 
resolución N* 325. En su momento CUTA había solicitado vista en este expediente y se había dispuesto 
conferirla; hoy Bersabel S.A. interpone contra esa decisión un recurso de revocación que se entendió de 
recibo, porque en este caso todas las actuaciones administrativas estaban constituidas por un proyecto que 
involucraba a las dos permisionarias: Bersabel S.A. y Visión Satelital. 


SEÑOR MICHELINI.- Pero eso es de otro tenor. 


SEÑORA CORONEL..- Exacto; es totalmente diferente. En realidad, estamos haciendo la referencia porque 
fueron las dos que se mecionaban en el proyecto. 


El expediente en sí consistía en un proyecto técnico que involucraba la operativa técnica y la 
comercial de las empresas. Esa información que la Administración tenía en ese expediente, no lo obtuvo de 
una fuente de acceso público, sino que fue proporcionada por las partes. Se entiende que la Administración 
tiene que ser cautelosa en ese tipo de información a terceros cuando no existe el consentimiento de las 
partes. En este caso, no sólo no existía sino que había sido opuesto en forma expresa. 


Entendemos que esos criterios eran los emergentes del ordenamiento jurídico y concretamente 
de la Ley N” 17.838, que es la que regula todo lo referente a la protección de datos personales y de 
personas jurídicas así como de informes comerciales. Se entiende que si la Administración no tiene un 
especial cuidado en otorgar las vistas y dar a conocer información que no proviene de fuentes de acceso 
público, asume el riesgo de incurrir en responsabilidad. 


Sintéticamente, esos fueron los fundamentos del informe jurídico. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: quería agradecer, antes de hacer uso de la palabra, la presencia del 
señor Ministro y del señor Subsecretario de Industria, Energía y Minería y de los señores miembros del 
Directorio de la URSEC y asesores. 


Naturalmente comprenderán que estamos preocupados por lo que se nos informó por parte de la 
doctora Olaso. A partir de ahí comenzamos a tratar de desgranar jurídicamente el tema, aunque no sólo 
debemos hacerlo en ese sentido, sino que deberíamos tener alguna respuesta de carácter jurídico político. 
Es decir, cuál es la política en materia de comunicaciones y cuáles son las consecuencias de las medidas, 
así como de las decisiones jurídicas que se van tomando. De otra manera, nos transformaríamos en una 
especie de tribunal, donde escucharíamos los argumentos de la doctora Olaso y de la doctora Coronel, 
personas por cierto muy capaces jurídicamente. Es así que, sin duda, muchas veces le damos la razón a 
una profesional y también hacemos lo propio con la otra. 


En definitiva, nos gustaría ubicar el tema en otro andarivel; en primer lugar, queremos saber cuál 
es la opinión del Poder Ejecutivo con respecto a todo esto, más allá del tema de la legalidad o no de las 
medidas. Precisamente, la doctora Olaso habla de legalidad y de la necesidad de darle vista previa. En 
este sentido, la doctora Coronel nos explicaba que también está muy en cuestión si ella estaba dentro de 
los que había que darle vista previa o no. También habla de secretismo; hay medidas cautelares que el 
Poder Ejecutivo está tomando ahora para cumplir con esto de la vista previa. Esto es importante para 
empezar a despejar lo que parecía no estaba claro en un principio, que generó un poco la presencia de la 
doctora Olaso y los canales de cable aglutinados en esta asociación. 


Entonces, vamos a comenzar haciendo preguntas que van más allá del tema jurídico. No voy a 
profundizar en ese aspecto porque no tengo formación jurídica, aunque entiendo mucho de los argumentos 
que ha hecho la doctora Coronel, los cuales me preocupan y de los que también escuché hablar, en esta 
Comisión, a la doctora Olaso. Uno de los temas a los que hizo referencia la doctora Olaso, que voy a leer a 
continuación para poder desentrañar la verdad de todo eso, dice así: “En esencia, considerábamos que era 
necesario que existiera un llamado previo, una licitación, a los efectos de otorgar nuevos permisos, como 
se había hecho en el pasado y, además, creíamos que esa resolución era violatoria de un principio esencial 
como es el de la territorialidad”, lo que explicó de forma extensa la doctora Coronel. “Ese principio está 
consagrado en nuestro Derecho” —lo que la doctora Coronel cuestiona- “a texto expreso y establece que es 
necesario que cada adjudicación tenga un área de servicios en la que estos se deben brindar. En ese 
sentido, a Multicanal se le ha asignado un área ilimitada estableciéndose que podía prestar servicios hasta 
donde el usuario considerara que la señal llegaba con claridad”. 


Me surge una primera pregunta de lo que escuché de la doctora Coronel y lo que vuelvo a leer de 
la doctora Olaso: ¿cómo se puede establecer un área en la cual el usuario considere que la señal llega con 
claridad? Me gustaría saber esto porque no entiendo cómo funciona. 


Hay otra cosa que me preocupa y que me gustaría que lo aclarara, no la doctora propiamente, 
sino la presencia política en esta Comisión. La doctora Olaso dice: “Sin perjuicio de lo que estoy 
informando, existen una cantidad de irregularidades o de asuntos que resultaban contrarios al derecho de 
otorgar a Multicanal la facultad de brindar servicios ilimitadamente dentro de nuestro territorio. Todo ello fue 
recogido en los recursos administrativos presentados por las empresas y, a su vez, presentamos la 
demanda de la acción de nulidad ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, porque en la propia 
resolución N* 368 se dice que se están resolviendo recursos, que no conocimos por omitir la vista previa y 
por tramitar los expedientes en forma secreta”. 


Esto es lo que me preocupa; hay usuarios, permisarios, que entienden que la Administración 
manejó esto en forma secreta, a último momento, e incluso se habla de fecha: 15 de diciembre. Por eso 
sería importante tener una respuesta por parte del Gobierno, saber a qué se refiere y cómo se desmiente 
esto, si es que se puede desmentir. 


Más adelante dice: “Si en realidad se hubiera estado resolviendo recursos” -situación sobre la que 
no tenemos cabal información, lo que me preocupa-, “no hubiera correspondido que nosotros 
presentáramos recursos, sino que hubiera dado lugar a la acción de nulidad. En realidad, como esto se 
tramitó bajo un secretismo total, ...” La pregunta que voy a hacer, más que al tema de legalidad o no, se 
refiere a cuando la doctora habló de “secretismo”. ¿Acaso no se informó? ¿No se hizo un llamado público? 
¿Por qué no se llamó incluso a los que podían actuar en forma competitiva con esta resolución? Es verdad 
que tiene el límite de los 80 kilómetros desde el punto de emisión, pero también es cierto que en esos 80 
kilómetros estamos incluyendo a las dos terceras partes de los usuarios, porque abarca Canelones y 
Montevideo. Allí se centra el mayor interés que puede existir comercialmente en un permiso. No creo que 
esta empresa esté interesada en Vichadero ni en Caraguatá con los 80 kilómetros; pienso que sí está muy 
interesada en tener 80 kilómetros desde Canelones -que de alguna manera es donde tienen el punto- o 
desde Montevideo. Es decir, a partir del punto de emisión abarca prácticamente todo Montevideo y 
Canelones, que son los lugares donde viven las dos terceras partes de la población del Uruguay. 


Políticamente esto no puede quedar fuera de la consideración, porque la política no puede pasar 
por encima de los temas legales. Debemos tener presente que la medida que se está tomando está dando 
a una empresa las dos terceras partes del mercado uruguayo en régimen de UHF. Creo que esto merece 
un comentario. ¿Es una política de Gobierno? ¿Puede haber competencia en lo que respecta a la televisión 


por cable para abonados? Lo pregunto porque esta empresa va a actuar casi monopólicamente en esta 
frecuencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero acotar lo siguiente. 


Según los informes técnicos de que disponemos, involucraría a unas 400.000 personas, es decir, 
170.000 familias, además de Montevideo. O sea que estaríamos incluyendo las principales ciudades de 
Canelones, Florida y alguna otra localidad del departamento de San José y de Lavalleja. Por lo tanto, se va 
a producir un impacto importante y creo que en ese sentido no hay ninguna duda. 


SEÑOR MICHELINI.- El señor Senador Heber está haciendo una serie de preguntas sumamente 
interesantes, pero lo cierto es que el señor Ministro transmitió que se había adoptado una medida cautelar 
y que se estaba dando vista a los diferentes interesados. 


Incluso, la URSEC manifestó que no se le negó la vista a nadie -aunque algunos podían no tener 
el derecho a ella- y que esa resolución podrá ser reafirmada o revocada. Además —como no podía ser de 
otra manera-, la URSEC tuvo la deferencia de informar que las actuaciones no fueron caprichosas, sino 
que tienen fundamento, aunque pueda discutirse su conveniencia. Si todo esto es así, me parece que 
seguir incursionando en el tema sería para tratar de influir en lo que va a ser la vista y luego la resolución 
de la Administración. A mi juicio, ahí entraríamos en una suerte de terreno más fangoso, porque una cosa 
es la información, la evaluación que podamos hacer y preguntar al Poder Ejecutivo —ya no a la URSEC, 
que no marca las políticas- cuáles son las políticas, pero otra cosa es empezar a introducirnos —cuando ni 
siquiera están dadas todas las vistas- en la forma en que va a proceder el Poder Ejecutivo a partir de esas 
vistas O recursos. Reitero, señor Presidente, que me parece que estamos entrando en una situación de 
cuidado. 


SEÑOR HEBER.- Trato de centrar el tema o las preocupaciones que podamos tener y me gustaría que se 
aclararan en esta reunión, justamente porque lo que se busca es esclarecer situaciones. 


SEÑOR MINISTRO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR HEBER.- Tomo el consejo del señor Senador Michelini en el sentido de que debemos tener 
cuidado cuando hacemos preguntas. ¡Por supuesto que sí! Todo puede ser malinterpretado, como 
lamentablemente lo ha sido, aunque no por un Senador de la oposición. En el pasado hemos tenido 
enfrentamientos, pero nunca habíamos visto que eso sucediera dentro del propio oficialismo. 


Vamos a concentrarnos en las preocupaciones y aclaraciones que se deben hacer con respecto a 
este tema. 


La doctora Olaso dice: “Esa resolución se dictó bajo un procedimiento secreto,” —y vuelve a 
insistir- “tan secreto, que se solicitaron las vistas correspondientes y la URSEC las negó”. Es importante 
que se aclare esto. ¿Es cierto que se solicitaron vistas y la URSEC negó dicha posibilidad? Esto es lo que 
afirma la doctora Olaso; acá se han rebatido los argumentos de la doctora, pero quisiera saber si realmente 
sucedió así, porque me preocupa que el señor Ministro tenga que tomar medidas cautelares de suspensión 
para dar vistas. Como me hubiera gustado que no ocurriera eso, vuelvo a preguntar si la URSEC lo negó. 


Luego continúa diciendo: “haciendo una interpretación del artículo 17 del Decreto N* 500 y 
expresando que primero hay que justificar el interés para después acceder a la vista. ¿Pero cómo voy a 
justificar el interés en algo que no conozco?” Me parece que es un argumento válido. ¿Cómo puede 
justificar que tiene interés en algo que no conoce porque no se le dio vista? La doctora Olaso agrega: 
“Primero debo tener la vista para saber si tengo interés o no. Si no conozco el trámite, no puedo justificar 
mi interés. No existe la posibilidad de que yo fundamente mi interés sobre algo que no conozco. La vista es 
previa, es necesaria, y los procedimientos administrativos son, en esencia, públicos. Por tanto, es violatorio 
de los derechos de los individuos que no se otorgue el derecho a vista”. 


Esto es lo que está haciendo el Poder Ejecutivo ahora, pero lo que no entiendo es por qué no lo 
hizo la URSEC. Vuelvo a insistir: ¿la URSEC negó esto con el argumento del artículo 17 del Decreto N* 


500 en el sentido de que hay que justificar el interés? Me parece que estamos siendo demasiado 
piedeletristas en esta materia. 


Voy a hacer una última referencia a lo que dijo la doctora Olaso, porque luego quiero plantear 
algunas preguntas. Ella dice: “En esencia, en dos meses se tomaron dos resoluciones muy favorables a 
Multicanal”. Yo no cuestiono la legalidad, pero sí me preocupa desde el punto de vista político que en dos 
meses se hayan tomado dos resoluciones a favor de una empresa. Como ha dicho alguien, “en el 
Parlamento la oposición está para desconfiar y no para confiar, porque eso ayuda a la democracia”. Eso no 
quiere decir que empecemos a hacer acusaciones o a sospechar de la gente, que es algo muy distinto; 
simplemente queremos aclarar y preguntar “hasta el hueso”, como debe ser en el Parlamento. 


Realmente, me preocupa que en dos meses la Administración haya tomado dos resoluciones muy 
favorables a Multicanal, porque puede dar lugar a sospechas. Entonces, me gustaría que hoy se comentara 
ese tema aquí en la Comisión. 


Como ha dicho la doctora Olaso, existe la posibilidad del decreto de la unificación, que sólo 
beneficia a una empresa. Se dice que el 4 de noviembre se autorizó a TVS y TVC a unir la operación de 
emisión y a acumular las frecuencias en un solo punto de emisión, y que dichos cambios benefician 
objetivamente a una empresa, Multicanal, perjudicando a una gran cantidad de operadores locales en 
televisión por cable, lo que está por verse. 


Luego de tomarse esta medida, se dictó la Resolución N* 368, que significa un giro en la política 
de comunicaciones. Este cambio puede ser válido, pero me gustaría que se hiciera algún comentario al 
respecto. 


Luego de referirme a los comentarios de la doctora Olaso, voy a agregar qué es lo que considero 
preocupante. 


Ya hemos hablado sobre el punto de emisión y sobre la limitación en cuanto a la claridad de 
emisión para los usuarios —quizá se pueda hacer algún comentario acerca de cómo se puede controlar esto 
y hasta dónde va-, pero podría aparecer una tecnología por la cual en el día de mañana se logre alcanzar a 
todo el país; si bien todavía no ha aparecido, ello podría ocurrir, porque las tecnologías son muy variadas. 


ANDEBU y la Cámara Uruguaya de Televisión para Abonados, ha dado lugar a más de cincuenta 
recursos administrativos en su contra, lo que es mucho. Es una medida, repito, que ha generado cincuenta 
recursos de la Cámara Uruguaya de Televisión para Abonados y de ANDEBU, lo que creo que es una cifra 
récord. 


SEÑOR LEV.- Pero cuántos hay. 


SEÑOR HEBER.- Ahora me contesta. Sé que se está saliendo de la vaina para contestarme pero tiene que 
aguantarse; eso es lo que pasa con el Gobierno. Cuando uno es Gobierno, se tiene que aguantar. 


Se dice que de una manera u otra se puede llegar a afectar a más de 100 cables de operadores 
locales. 


(Dialogados) 

-Yo me aguanté en el pasado. 
SEÑOR LEV.- Es una venganza. 
SEÑOR HEBER.- No, es un cambio de roles. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Más allá del buen tono de todas las partes, les agradezco que soliciten la palabra. 


SEÑOR HEBER.- No es una venganza, simplemente decimos que, a veces, hay que esperar a que la 
oposición pregunte y pregunte. Así es como funciona. No es por venganza, sino que cambian los roles. 
Puedo decir que estoy disfrutando más de este rol que hace tiempo que no ejercía, pero ese es otro 
comentario de carácter político. 


(Dialogados) 


En la resolución N* 331 —no tengo la fecha-, la URSEC sostenía en su considerando que el 
principio de territorialidad estaba consagrado en su marco normativo, y me gustaría que me hicieran algún 
comentario al respecto. ¿Es verdad o no que eso se afirmaba en la resolución N* 331? Digo esto porque la 
resolución N* 368 sostiene lo contrario. Si no tienen la resolución, luego me pueden contestar por escrito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tengo aquí la resolución N* 331 que es por la cual, en su momento, se le negó 
una solicitud, el 14 de octubre de 2004, a la firma Bersabel que era la solicitante. Supongo que ubicarán 
esa resolución. 


SEÑOR HEBER.- Yo estoy hablando del principio de territorialidad y no de por qué se le negó o no una 
solicitud a la firma Bersabel. 


Continúo con las preguntas. La resolución N* 368 se adoptó de forma reservada, dando vista a 
los posibles afectados por ella. En caso de que haya sucedido así, ¿cuál es la razón de la reserva, de la 
falta de transparencia de esta toma de decisiones? No hablo de secretismos, pero que fue reservada, lo 
fue; no digo que haya sido secreta, que es lo que expresa la doctora Olaso. ¿Cuál es la razón por la que se 
tienen que sacar estas resoluciones de forma reservada, que generan suspicacias? ¿Cuáles son los 
mecanismos técnicos a través de los cuales la URSEC estudia las necesidades y deseos del usuario de la 
televisión para abonados? Esta es una pregunta que me gustaría que me contestaran. 


El Presidente de la URSEC en distintas intervenciones en la prensa hizo dos afirmaciones que 
me gustarían comentar. El Presidente del Directorio de la URSEC decía: “Yo observo que hay interés en 
participar en el mercado de Montevideo”. Eso lo manifestó en un reportaje con Emiliano Cotelo en “El 
Espectador”. Entonces, frente a esta afirmación del Presidente de la URSEC, la pregunta que me surge es: 
¿quiénes son los interesados en participar en el mercado de Montevideo? El señor León Lev observó que 
había interés en participar, pero me pregunto: ¿a qué empresas se refiere cuando alude a dicha 
participación? ¿A través de qué vías se enteró el señor Lev y qué contactos ha realizado con estas 
empresas en la URSEC, como para saber que existe interés en participar en el mercado de Montevideo? 
Puede ser que todo sea como él lo ha dicho, pero me gustaría confirmarlo. 


Por otra parte, señor Presidente, el señor Lev ha hecho otro comentario en la radio AM Libre, con 
el que, sin duda, podemos coincidir. Ha dicho, concretamente, que lo que tenemos que garantizar es lo que 
dice la ley, en el sentido de que no puede haber grandes grupos económicos que dominen más de tres 
medios de comunicación. Asimismo, afirmó que tiene que garantizarse que los permisarios vivan realmente 
en el Uruguay, o sea que quienes administren esos medios de comunicación tienen que vivir en el país o 
sus salidas pueden ser esporádicas. Creo que esto, específicamente para los abonados de cable, está 
exceptuado. 


Aclaro que coincido con esto que ha dicho el Presidente de la URSEC, y si bien no está dicho a 
texto expreso, o están excluidos, también concuerdo en cuanto a la necesidad de garantizar lo que dice la 
ley con respecto a que los grupos económicos no dominen tantos medios. Todos sabemos que estamos 
hablando de un grupo económico muy importante, que es el que está teniendo presencia legítima, -por 
supuesto no ¡legalmente- en nuestro país. De todos modos, este no dejará de ser un tema a comentar por 
parte del Poder Ejecutivo, ya que se trata de un grupo económico multinacional que tiene muchos medios 
en la Argentina, donde sin duda es muy poderoso. 


Quiero destacar que en lo personal no estoy en contra de las multinacionales y, realmente, me 
alegro de ver que en la URSEC, que es la Unidad Reguladora de las Comunicaciones y está presidida por 
el señor León Lev, existe preocupación por la competencia en el mercado. Esa preocupación por la 
competencia en el mercado es algo que realmente me parece importante, sobre todo teniendo en cuenta la 
trayectoria política del señor Lev. Creo que, indudablemente, se trata de evoluciones importantes con 


relación a lo que puede ser el tema de las comunicaciones en el país. No obstante, no hay que olvidar que 
estamos hablando de un grupo económico a cuya presencia no estamos acostumbrados en el Uruguay. 
Claro que se trata de algo que ya tenemos aquí, pero no con tanto poder como el que podría llegar a tener 
en función de esta resolución. 


Quiero aclarar que no estoy pidiendo que la Administración tome medidas al respecto, pero sí me 
gustaría escuchar algún comentario sobre ese aspecto. Precisamente, repito que con las expresiones del 
señor Lev sobre este tema yo coincido, pero también entiendo que debemos garantizar que no existan 
grandes grupos económicos que dominen más de tres medios de comunicación y que los permisarios vivan 
realmente en el Uruguay, o sea que quienes administren esos medios de comunicación sólo realicen 
salidas esporádicas. Frente al poder que se puede tener en función de la resolución 368, realmente no sé 
que tipo de situación se puede generar. 


Por su parte, los abonados de la televisión por cable sostienen que estamos en el inicio de una 
competencia que es desleal en función de las posibilidades económicas que tienen las empresas de cable 
frente al grupo económico al que hacíamos referencia. En virtud de que este asunto me preocupa, me 
gustaría escuchar un comentario al respecto por parte de las autoridades de la URSEC, sobre todo, a fin de 
aclarar si se espera que ese problema se concrete o si se han tomado medidas de contención, de modo tal 
que la competencia sea sana en lo que tiene que ver con la oferta al abonado. Es importante que quede 
claro que no se van a establecer privilegios, aunque estos sean legales —nadie está diciendo que no lo 
sean-, ya que si se dan en el marco de una competencia, naturalmente, van a tener mayores posibilidades 
de competir mejor quienes facturan setecientos millones de dólares por año que quienes no llegan al millón 
o a la mitad de un millón de dólares. Verdaderamente, me preocupa esta situación. 


Entonces, preguntaría finalmente al señor Ministro si prevén alguna legislación en este sentido 
como para poder garantizar la debida competencia en el mercado y en las ofertas, en función de que no 
haya un monopolio privado, una vez instalada la competencia en el país. 


Me gustaría escuchar los comentarios del señor Ministro en este sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay varios señores Senadores anotados para hacer uso de la palabra, entre ellos, 
los señores Senadores Alfie, Nicolini y quien habla. 


Ahora bien, más que acumular preguntas, tal vez corresponda que éstas se vayan contestando a 
medida que se formulan; al menos así lo había comentado con quien estaba anotado para intervenir en 
primer lugar. 


Damos la palabra, pues, al Director León Lev. 
SEÑOR LEV.- Es un placer poder contestar a todas las preguntas. 


En primera instancia, nuestra institución tiene autonomía técnica, de acuerdo con lo que le 
confiere la ley. Como URSEC, podemos decir que son objetivos técnicos de nuestra responsabilidad. 


Tal como los señores Senadores lo mencionaron, se trata de una resolución adoptada por la 
anterior Administración, por lo que me gustaría que el doctor Camelo -que fue protagonista de la anterior y 
lo es de la actual- ilustrara a las señoras y señores Senadores acerca del motivo por el cual dicha 
resolución fue adoptada en los años 2003, 2004 y 2005. Simplemente quiero decir que la resolución a la 
cual aludieron los señores Senadores, fue adoptada por mayoría, mientras que éstas lo fueron por 
unanimidad. Por lo menos, me parece importante ilustrar a las señoras Senadoras y a los señores 
Senadores en el sentido de que todas las resoluciones de esta nueva Administración fueron adoptadas por 
unanimidad, de acuerdo con fundamentos técnicos y jurídicos. Como ustedes mencionan una resolución 
que viene de la anterior Administración y que está concatenada con estas otras, solicito al señor Presidente 
de la Comisión me autorice a ceder la palabra al doctor Camelo, que está absolutamente habilitado para 
dar una respuesta acorde al tenor y a la seriedad de las preguntas que se han efectuado. 


SEÑOR CAMELO.- En primer lugar, cuando el Poder Ejecutivo ha dispuesto desde siempre hacer un 
llamado para otorgar permisos, por ejemplo de radio, lo ha hecho sin necesidad de dar vista a todas las 
radios que están instaladas. Ése es un hecho histórico y objetivo, y, seguramente, si antes de realizar el 
llamado diera a vista a todas las radios, éstas, probablemente, se opondrían. En la realidad, hemos visto 
que después de que se hicieron los llamados, las radios, a través de ANDEBU o de RAMI, manifestaron su 
oposición, dado que la llegada de una nueva emisora de radio —en este caso, de televisión- implica 
competencia y, naturalmente, para quien actúa en un mercado, cuanta menos competencia tenga, mejor. 


Formulo esta precisión solamente para señalar que cuando la empresa Bersabel hizo la solicitud 
de ampliación, no de más frecuencia ni de más potencia, sino simplemente para que se levantara la valla 
que le impedía comercializar el servicio en una zona a la que llegaba, la Administración podría haberla 
autorizado o no, tal vez sin necesidad de dar vista. Sin embargo, en aquel momento entendió que era 
bueno conocer la opinión de las empresas que estaban prestando servicios en la zona y, en consecuencia, 
se le dio vista. 


Por supuesto, las empresas evacuaron la vista y elevaron un expediente muy grande con las 
distintas y extensas argumentaciones de por qué se oponían a esto. Algunos invocaban que esta empresa 
era muy grande, que podía comprar las señales en forma más barata que ellos y, por lo tanto, implicaba la 
desaparición de las empresas chicas, etcétera. La URSEC, después de leer las evacuaciones de vista que 
efectuaron casi todos los operadores interesados, resolvió por mayoría no hacer lugar a la solicitud de 
Bersabel. Esta decisión contó con el voto contrario del economista Bergara, que en una extensa 
argumentación, que tengo en mi poder y puedo leer a los señores Senadores, sostenía que estábamos 
violentando la normativa que nos obligaba a fomentar la competencia, la inversión y a proteger a los 
usuarios, lo que se lograba a partir del hecho de que hubiera otro competidor porque les brindaba la 
oportunidad de seleccionar a quien mejor creyeran que les podía prestar el servicio. En ese momento, la 
resolución se dictó por dos votos. 


Quisiera pedir permiso al Presidente de la Comisión para hacer un resumen de las motivaciones 
de mi voto porque, a la luz de la nueva resolución, los señores Senadores podrán observar que en esta 
instancia, para ser consecuente con mi posición, la única actitud que podía asumir era la de autorizarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Adelante, doctor Camelo, pero dado que no contamos con mucho tiempo, le 
vamos a pedir que sea breve 


SEÑOR CAMELO.- En el año 2003 la URSEC había efectuado un llamado para prestar servicios de 
televisión para abonados por cable en determinadas áreas. Se presentaron interesados en zonas en las 
cuales el pedido de Bersabel iba a implicar que esta empresa también prestara el servicio. A vía de ejemplo 
digo que en la Costa de Oro había un solo prestador y que en La Paz, en Las Piedras, en Progreso y en 
Santa Lucía, se habían otorgado autorizaciones en función de ese llamado. De acuerdo con los pliegos, 
tenían un plazo para instalarse, cablear y entrar en funcionamiento. Entonces en mi argumentación expuse 
que en la resolución citada se llamó a interesados en prestar servicios de televisión para abonados en la 
modalidad cable en distintas localidades entre las cuales figuran las siguientes del departamento de 
Canelones: Costa de Oro, La Paz y Las Piedras, Progreso y Santa Lucía. Para las mencionadas 
localidades se presentaron interesados dispuestos a hacer inversiones para prestar el servicio en 
competencia en cable. En la medida en que el llamado a interesados se efectuó solamente en la 
modalidad cable, no se estimaba adecuado autorizar una extensión en UHF por cuanto el llamado no 
comprendía esa modalidad. Además, otorgar la autorización solicitada por Bersabel probablemente 
desestimularía el interés de los que se presentaron al llamado por cable para prestar el servicio y nos 
veríamos privados de sus inversiones y de la competencia en este sector. Es decir, se podía lograr el efecto 
contrario al deseado que era el de promocionar la competencia, fomentar la inversión y proteger los 
derechos de los usuarios. Quiero subrayar esto porque es la fundamentación de mi posición. Se quería 
competencia, pero en ese momento en que se habían otorgado autorizaciones para prestar servicios de 
televisión por cable, no resultaba aconsejable -leo textualmente- “autorizar la extensión solicitada, sin 
perjuicio de que pueda reconsiderarse en el futuro, de acuerdo con la existencia real de competencia con la 
instalación de los nuevos competidores y la satisfacción de los usuarios”. Quiere decir que en el año 2003 
entendí que habiéndose autorizado a determinadas empresas a prestar el servicio de televisión por cable, 
si simultáneamente estábamos permitiéndolo por aire, creábamos una situación desigual e injusta. Incluso, 
los operadores por cable podrían resolver no instalarse, aduciendo que lo que hacíamos era desleal. 
Insisto, por tal motivo señalé que, en ese momento, no resultaba aconsejable autorizar la extensión 


solicitada, sin perjuicio de que pudiera reconsiderarse si, realmente, luego no se instalaban y no se daba la 
competencia. ¿Qué sucedió? No se instalaron. 


Los informes técnicos que recibimos luego de transcurrido el año -plazo en el cual debía 
efectuarse el cableado- nos señalaban que no se había tendido el cableado y, en consecuencia, a la luz de 
esa situación -esto es, del incumplimiento en el cual habían incurrido aquellos autorizados-, se revió la 
decisión y voté a favor. En oportunidad de resolverse por la URSEC desestimar la petición formulada por 
Bersabel S.A. para prestar los servicios de televisión para abonados por el sistema UHF codificado, en toda 
la extensión de su radio de cobertura, señalé que dicha empresa tenía autorización para prestar el servicio 
de televisión para abonados en Montevideo y que se había efectuado un llamado a interesados para 
prestar servicios por cable en distintas localidades, entre las cuales figuraban la Costa de Oro, La Paz, Las 
Piedras, Progreso y Santa Lucía, habiéndose presentado interesados dispuestos a realizar inversiones. 
Asimismo, destaqué que otorgar la autorización solicitada, probablemente, desestimularía el interés de los 
que se presentaron al llamado para prestar el servicio en la modalidad de cable y nos veríamos privados de 
sus inversiones y de la competencia en cable, con lo cual podría lograrse el efecto contrario al deseado, 
que era la promoción de la competencia, el fomento de la inversión y la protección del derecho de los 
usuarios. Concluí señalando que en ese momento no resultaba aconsejable autorizar la extensión 
solicitada, sin perjuicio de que pudiera reconsiderarse en el futuro, de acuerdo con la existencia real de 
competencia con la instalación de nuevos competidores y la satisfacción de los usuarios. 


De acuerdo con el informe que se nos entregó, las empresas autorizadas a prestar el servicio en 
el departamento de Canelones, en el marco del llamado público dispuesto por la resolución N* 280/03 no 
se instalaron, habiendo vencido el plazo para cubrir el 50% del área de servicio urbano e, incluso, para el 
comienzo de la operación, salvo el caso de Álvarez, Marisa, que vence en febrero de 2006. Del informe 
citado surge que no se ha efectuado cableado alguno y que dos de las empresas autorizadas —Cable Costa 
Visión S.A. y VAL SRL- han solicitado acceso a redes de cables de operadores ya existentes. La 
autorización que se otorga a Bersabel S.A. es para comercializar el servicio en la zona en la cual la señal 
sea recepcionada con calidad aceptable para el usuario, no modificándose ninguno de los parámetros 
técnicos ni el área en que las señales serán protegidas. La resolución que se adoptó, supuso superar el 
criterio de territorialidad. 


Quisiera efectuar dos precisiones. ¿Por qué no es necesario hacer un llamado? Porque no se 
están autorizando nuevas frecuencias ni se aumentan los parámetros técnicos. Las frecuencias no tienen 
una barrera que uno pueda imponer para que de allí no puedan pasar. Lo mismo sucede con las radios, 
que llegan hasta donde su potencia se lo permite. Artificialmente, se había dicho que por más que la 
potencia de una empresa le permitiera llegar más lejos, la autorización sólo se le había dado para operar 
en Montevideo. Queda claro que esto no implicaba que no pudiera llegar más allá. Lo que pidió la empresa 
fue que levantáramos esa barrera artificial —esto lo digo yo- que le impedía comercializar y que le 
permitiéramos llegar más lejos. ¿Qué dijo la URSEC? Que de acuerdo con los parámetros técnicos 
correspondientes, la protección de la señal -es decir, la protección que la URSEC está obligada a brindar a 
la señal- tiene un área limitada de alrededor de 23 kilómetros que corresponde a Montevideo y por eso se 
le dio la utilización en esta zona; pero si se dice que con la potencia autorizada se puede llegar más allá y 
con eso se logra satisfacer el interés de los usuarios y promover la competencia, se lo voy a autorizar, pero 
con cierta medida. Hace unos instantes, el señor Senador Heber preguntaba cómo es posible que se 
autorice en función de lo que el usuario considere razonable y, en realidad, no es así. Lo que se dijo fue 
que en función de la protección de los usuarios, se le puede autorizar a que llegue más allá del área, 
siempre y cuando el usuario lo acepte. Por ejemplo, si estoy en el kilómetro 45 ó 50, la empresa me ofrece 
el servicio, veo la imagen y me parece adecuada, la acepto; pero después, por distintas circunstancias, eso 
que elegí no es lo adecuado, porque quiero ver la señal con más claridad, entonces puedo desvincularme 
de la empresa y este es el único sentido que tiene el decir “hasta que el usuario lo considere aceptable”. En 
resumen, si el usuario cambia de idea porque no le gusta como llega la señal, se puede ir sin necesidad de 
pagar ninguna clase de indemnización. 


Todo está orientado hacia la protección del usuario, contemplando sus intereses. Reitero: nuestra 
motivación y finalidad no es proteger a la empresa sino al usuario, así como el fomento de la competencia. 


Ahora bien; uno de los argumentos que he escuchado acerca de por qué es inconveniente —no 
ilegal- otorgar la autorización a Bersabel, está centrado en el hecho de que como tiene mucho usuarios, 
puede adquirir las señales a un precio más económico, lo que provocaría la ruina o la desaparición de otras 
empresas. 


Con respecto a esto, quiero decir dos cosas: en primer lugar, Bersabel —y la nombro porque es la 
que estamos analizando- tiene solamente 15 frecuencias y desde que cuenta con la integración actual, 
tiene capacidad de comprar señales —me refiero a los actuales titulares y no a cuando se le autorizó 
originariamente- a precios bajos. Sin embargo, está compitiendo en Montevideo y no desapareció ninguna 
empresa del rubro. Entonces, ese argumento de que Bersabel, por ser una empresa con capitales 
importantes podía adquirir señales muy baratas y hacer desaparecer a las otras, no se dio en Montevideo. 
Además, ahora Bersabel cuenta con 15 señales mientras que los canales de cable tienen muchos más, 
alrededor de 40 ó 50. Por lo tanto, desde este punto de vista, la cantidad de canales que ofrece el cable es 
infinitamente mayor a la que ofrece el aire. Cuando originariamente se le dio la autorización a Bersabel, se 
hizo solamente por seis canales, lo que implicaba que en ese momento fuera el “patito feo” de los 
autorizados. Después se le dieron dos más y así sucesivamente, hasta completar los 15. ¿Qué sucedió? 
Que con la digitalización —que es una innovación tecnológica que debe ser bienvenida, que todos 
queremos, pero que implica inversión y que va a permitir que se vea con una mejor imagen-, se ha visto 
que cada frecuencia puede trasmitir no una señal sino tres o cuatro y la competencia se empieza a 
equiparar. Si tengo 15 señales -como Bersabel- y las multiplico por tres, son 45 y si multiplico por cuatro, 
son 60, pero cuidado, los canales de cable también pueden tener unas 40, 50 ó 60 señales. Entonces, 
desde el punto de vista de la finalidad que nos inspira, que es fomentar la competencia, generar 
inversiones y, fundamentalmente, proteger al usuario —esto último constituye nuestro norte, por decirlo así-, 
creemos que la autorización otorgada es razonable y no es ilegal, aun cuando puede ser cuestionable, 
pues es cierto que quienes están prestando el servicio son afectados. Sin embargo, que se vean afectados 
es totalmente natural, porque entra un nuevo competidor. 


SEÑOR ALFIE.- He escuchado con mucha atención las exposiciones de la doctora Coronel y del doctor 
Camelo, y la verdad es que tengo una serie de planteos que quisiera formular. 


Más allá de que desde el punto de vista jurídico, en lo que respecta a muchos temas, hay dos 
bibliotecas y más allá del hecho de que de la resolución N* 331 se desprende claramente que las 
potestades existen, que no hay una preceptividad de un llamado público y que se puede otorgar a 
demanda pero también se puede decidir lo contrario -lo que significa que hay una discrecionalidad 
importante del Poder Ejecutivo-, hay otras dos cosas que también son ciertas y que quiero señalar. 


La primera de ellas es que la licencia o autorización original fue otorgada sólo para Montevideo, 
más allá de que, técnicamente —como bien ha dicho el doctor Camelo- se trata de algo ficto porque, en 
realidad, lo único que se puede ver es si se está vendiendo fuera de los límites del departamento y nada 
más, dado que la señal sigue de largo; o sea, todo depende, básicamente, de la potencia de la antena. 


A su vez, es cierto que con la ampliación otorgada, se aumenta en más de una tercera parte la 
demanda potencial que existía anteriormente. 


También es cierto que hubo un llamado anterior, por licitación, que estaba en curso en el año 2004 
—todavía tenían tiempo para hacer las inversiones- para determinadas zonas y, finalmente, las inversiones 
no se concretaron. 


Cuanto acabo de mencionar constituye algo así como el soporte de todo esto y, si bien no soy 
abogado, creo que desde el punto de vista de lo que es un soporte legal, podría dar la derecha a lo que ha 
sostenido la Administración. 


Sin embargo, quiero colocarme también del otro lado, o sea, del lado de la competencia y las 
condiciones de ésta. Desde este punto de vista, me parece que es un exceso decir que hay gente que no 
tiene interés legítimo, y puedo poner un ejemplo. Supongamos que quien habla, persona física, consigue 
un inversor y quiere instalarlo; ¿por qué no tendría un interés legítimo, al punto de plantear por qué no se 
llama a una operación abierta? Personalmente, creo que en este caso hay dos opciones: se llama a 
licitación y se cobra canon por conceder la onda o frecuencia o, de lo contrario, directamente es todo libre, 
con determinada calidad y ciertas condiciones de contratación. Y nada más. 


Sabemos que hoy existen operadores no sólo en las zonas que no tenían inversiones, en cuyo 
caso uno podría decir: “Bueno, autorizamos a vender allí, en esa zona, donde no hay nada”; sin embargo, 
los que hicieron las inversiones tuvieron que seguir determinadas reglas de juego, y ahora se permite a los 


demás entrar en competencia sin ninguna inversión adicional; realmente, no tienen inversión adicional 
porque es la misma antena y la misma potencia. Entonces, es ahí donde están el punto de quiebre y el 
error, dicho esto con todo respeto. Si se me dice que se va a ampliar la competencia, pues me parece muy 
bien, ya que estoy totalmente de acuerdo con que el usuario elija, sin ningún tipo de limitaciones. Pero aquí 
hubo ciertas exigencias y determinada inversión, y ahora se amplía la competencia sin ninguna inversión. 
Entonces, si como aquí mismo se leyó, el objetivo es que haya mejoras, etcétera, y aquí la ampliación se 
hace sin inversión, hay una contradicción intrínseca. Por lo tanto, me parece que básicamente es eso lo 
que se debería decidir: si se va a un sistema de licitación contra el pago de un canon por el uso de la 
frecuencia o del derecho a cablear, o si se va a un sistema libre, donde lo único que hay que controlar es 
cómo son los contratos, porque en este caso la calidad comienza a jugar de manera decisiva. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Ministro me había comunicado que debía retirarse, por lo que, si los 
señores Senadores están de acuerdo, acordaríamos una nueva reunión para los próximos días. 


Agradecemos, entonces, al señor Ministro de Industria, Energía y Minería, así como a los 
representantes de la Unidad Reguladora de Servicios de Comunicación (URSEC). 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


(Es la hora 14:00) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


